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RESUMEN

El presente estudio analiza comparativamente el marco regulatorio del control 
interno en los sectores público y privado peruano, centrándose en las dimensiones de 
obligatoriedad, supervisión y régimen sancionador. A través de una revisión narrativa 
cualitativa con enfoque crítico-interpretativo, se examinó legislación primaria, 
doctrina especializada y estándares internacionales (COSO e INTOSAI) para 
identificar asimetrías estructurales. Los resultados evidencian que el sector público 
opera bajo un mandato universal y coactivo mediante la Contraloría General, con 17 
estándares INTOSAI adaptados y sanciones administrativas estrictas, mientras que el 
privado sigue un esquema selectivo y preventivo basado en riesgos, supervisado por 
la SMV y SBS con sanciones reputacionales y civiles. Esta dualidad refleja lógicas 
institucionales divergentes: legalidad democrática versus eficiencia de mercado, 
generando superposiciones en entidades híbridas y vacíos regulatorios en PYMES. La 
discusión revela que la efectividad disuasiva depende más de la certeza y celeridad que 
de la severidad, sugiriendo la necesidad de armonizar estándares mínimos, fortalecer 
la coordinación interinstitucional y desarrollar sanciones convergentes. Se proponen 
un Consejo Consultivo Intersectorial, una Guía COSO-INTOSAI integrada y un 
Sistema Nacional de Reporte de Incidentes. Las limitaciones incluyen la ausencia 
de datos empíricos cuantitativos y el análisis centrado en normativa vigente. Futuras 
investigaciones deben evaluar impacto mediante encuestas y análisis costo-beneficio.
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gobernanza corporativa.

ABSTRACT

This study comparatively analyzes the regulatory framework for internal control in 
the Peruvian public and private sectors, focusing on the dimensions of mandatory 
compliance, supervision, and sanctions. Through a qualitative narrative review 
with a critical-interpretive approach, primary legislation, specialized doctrine, 
and international standards (COSO and INTOSAI) were examined to identify 
structural asymmetries. The results show that the public sector operates under a 
universal and coercive mandate through the Comptroller General's Office, with 17 
adapted INTOSAI standards and strict administrative sanctions, while the private 
sector follows a selective and preventive risk-based scheme, supervised by the SMV 
(Superintendency of the Securities Market) and SBS (Superintendency of Banking, 
Insurance and Private Pension Fund Administrators) with reputational and civil 
sanctions. This duality reflects divergent institutional logics: democratic legality 
versus market efficiency, generating overlaps in hybrid entities and regulatory gaps in 
SMEs. The discussion reveals that deterrent effectiveness depends more on certainty 
and speed than on severity, suggesting the need to harmonize minimum standards, 
strengthen inter-institutional coordination, and develop convergent sanctions. 
An Intersectoral Advisory Council, an integrated COSO-INTOSAI Guide, and a 
National Incident Reporting System are proposed. Limitations include the lack of 
quantitative empirical data and the analysis's focus on current regulations. Future 
research should assess impact through surveys and cost-benefit analyses.

Keywords: Internal control, public sector, private sector, Peruvian regulation, 
corporate governance.

INTRODUCCIÓN

El control interno ha emergido como un pilar fundamental para la gestión moderna, 
tanto en el sector público como privado, respondiendo a la creciente demanda de 
transparencia y rendición de cuentas en un contexto marcado por crisis éticas y 
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financieras de alcance global. En el Perú, su institucionalización formal se aceleró 
tras los escándalos de corrupción desvelados en la última década, impulsando una 
reforma normativa orientada a fortalecer los mecanismos de prevención de riesgos y 
detección de irregularidades (Contraloría General de la República, 2023). Desde una 
perspectiva conceptual, el modelo COSO (Committee of Sponsoring Organizations 
of the Treadway Commission) y el marco de estándares INTOSAI (International 
Organization of Supreme Audit Institutions) han servido como referentes 
internacionales para la configuración del sistema nacional, siendo adaptados a la 
realidad institucional peruana mediante la Ley N° 28716 y disposiciones concordantes 
del sector privado. La importancia de estos dispositivos regulatorios trasciende la mera 
conformidad legal, incidiendo directamente en la capacidad de los organismos para 
gestionar riesgos, optimizar recursos y generar confianza entre los actores interesados 
(OCDE, 2022). Sin embargo, pese a su relevancia, el panorama regulatorio peruano 
presenta fragmentaciones y asimetrías que ameritan un análisis sistemático.

El problema central radica en la ausencia de estudios comparados que sistematicen 
las diferencias estructurales entre los marcos de control interno del sector público y 
privado, generando incertidumbre para los actores que operan en ambos ámbitos 
o en sus intersecciones. Mientras que la Contraloría General de la República 
ejerce una supervisión coactiva y universal sobre las entidades estatales mediante 
el Sistema de Control Interno del Sector Público (SCISP), el sector privado opera 
bajo un esquema descentralizado y sectorializado, donde la Superintendencia del 
Mercado de Valores (SMV) y la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP (SBS) 
establecen requisitos diferenciados (Moreno & Torres, 2021). Esta dualidad genera 
superposiciones normativas en empresas estatales cotizadas, incrementando costos de 
cumplimiento y generando vacíos interpretativos sobre la aplicación de estándares 
(Rojas, 2023). Asimismo, la efectividad disuasiva de los regímenes sancionadores 
diverge significativamente: el sector público aplica sanciones administrativas estrictas, 
mientras el privado combina sanciones civiles, penales y reputacionales, sin que exista 
evidencia empírica sobre su impacto relativo en la cultura de cumplimiento.

Frente a este escenario, la presente investigación se articula en torno a tres interrogantes 
fundamentales: ¿Cuáles son las diferencias y similitudes en la obligatoriedad del control 
interno entre ambos sectores? ¿Cómo se configuran los modelos de supervisión y qué 
organismos intervienen? ¿En qué consisten los regímenes sancionadores y cuál es su 
efectividad disuasiva? Responder a estas preguntas permite alcanzar el objetivo general 
de comparar el marco regulatorio del control interno en el sector público y privado 
peruano, mediante objetivos específicos que implican analizar la obligatoriedad 
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normativa, identificar organismos supervisores, contrastar el régimen sancionador y 
proponer líneas de mejora regulatoria.

La justificación de este estudio reposa en su relevancia teórica para la doctrina de 
administración pública y gobernanza, al contribuir al debate sobre la institucionalización 
de mecanismos de integridad en contextos de hibridación sectorial. Desde una 
perspectiva práctica, los resultados orientarán a decisores políticos, auditores internos 
y directivos en el diseño de sistemas de cumplimiento eficientes, particularmente 
ante las reformas recientes introducidas por la Ley N° 31356 y las actualizaciones del 
Código de Gobierno Corporativo de la SMV (2023). Finalmente, la oportunidad del 
análisis reside en la creciente exigencia de convergencia regulatoria, impulsada por 
estándares internacionales como los principios de la OCDE para la gestión pública y 
la Directiva UE 2019/1937 sobre protección de informantes, que exigen una revisión 
crítica del marco nacional para identificar brechas y oportunidades de armonización.

METODOLOGÍA

La metodología de esta investigación se articula a partir de un diseño de revisión 
narrativa cualitativa con enfoque comparado, orientado por un paradigma de análisis 
documental crítico-interpretativo (Green & Johnson, 2018). Este enfoque permite 
sistematizar, analizar e interpretar de manera comprehensiva el marco regulatorio del 
control interno en ambos sectores, evidenciando patrones, contradicciones y vacíos 
normativos. La elección de una revisión narrativa se justifica por la necesidad de 
integrar diversas fuentes jurídicas, doctrinales y empíricas en un relato coherente que 
explique las particularidades del contexto peruano, más allá de la mera descripción 
descriptiva (Díaz, 2019).

Las fuentes de información se estructuraron en dos niveles. En el ámbito primario, 
se analizó la legislación vigente: la Ley N° 28716, modificada por la Ley N° 31356, 
que establece el Sistema de Control Interno del Sector Público; la Ley N° 29783 
sobre Prevención de Lavado de Activos; y los Decretos Legislativos N° 1390 y 
1470, que regulan aspectos específicos de la administración pública (García, 2023). 
Asimismo, se examinaron reglamentos como el Reglamento de Control Interno del 
Sector Público (Decreto Supremo N° 026-2009-PCM) y las Normas del Código de 
Gobierno Corporativo de la SMV. La jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
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y la jurisprudencia administrativa de la Contraloría General de la República 
complementaron el análisis, permitiendo identificar criterios interpretativos relevantes.

En el nivel secundario, se consultó doctrina peruana especializada en revistas arbitradas 
como Revista de la Contraloría General de la República, Derecho de la Empresa 
y Revista Peruana de Derecho Administrativo, además de estudios internacionales 
de referencia como los marcos COSO (2013) e INTOSAI (2020, 2021) y los 
informes del Banco Mundial sobre gobernanza pública. Los informes oficiales de 
la CONTRALORÍA (2023), SMV (2022), SBS y la OCDE (2022) constituyeron 
fuentes esenciales para contextualizar la implementación práctica de las normativas.

Los criterios de búsqueda y selección se definieron mediante una estrategia sistemática 
en bases de datos académicas y portales institucionales. Se incluyeron documentos 
vigentes publicados entre 2018 y 2024, priorizando textos legales oficiales y estudios 
empíricos peruanos que abordaran aspectos comparativos. Se excluyeron opiniones no 
académicas, blogs y normativa derogada sin valor analítico para el período estudiado. 
La búsqueda se realizó en SciELO, Google Académico, el repositorio institucional 
de la Contraloría y bases especializadas en derecho administrativo y corporativo, 
utilizando descriptores controlados como "control interno", "gobierno corporativo", 
"supervisión regulatoria" y "régimen sancionador peruano" (Pérez, 2020).

El análisis de la información se llevó a cabo mediante la técnica de análisis de contenido 
temático comparado, que implicó la codificación manual de los documentos según 
cuatro categorías predefinidas: obligatoriedad normativa, modelos de supervisión, 
régimen sancionador y sistemas de gestión de cumplimiento. Esta categorización 
permitió construir una matriz de comparación sectorial que contrastó, celda por celda, 
los elementos del sector público y privado, identificando convergencias, divergencias 
y áreas de superposición (Rodríguez, 2022). El análisis fue iterativo, realizando 
revisiones cruzadas entre fuentes primarias y secundarias para validar interpretaciones.

Como limitaciones metodológicas principales, se identificó la escasa disponibilidad 
de datos empíricos cuantitativos sobre la efectividad de los sistemas de control 
interno en el Perú, particularmente en el sector privado, donde la información sobre 
incidencias y sanciones no siempre es pública. Además, los cambios normativos 
recientes, como las modificaciones introducidas por la Ley N° 31356, aún cuentan 
con doctrina limitada, lo que dificulta la interpretación de sus impactos a mediano 
plazo. Finalmente, se reconoce un potencial sesgo en las fuentes oficiales, que pueden 
reflejar una perspectiva institucional favorable a los organismos reguladores, por lo que 
se compensó mediante la triangulación con crítica doctrinal y estudios internacionales 
comparados (Smith, 2021).
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RESULTADOS

Los resultados revelan diferencias estructurales significativas en la obligatoriedad del 
control interno entre ambos sectores. En el sector público, la Ley N° 28716 y sus 
modificatorias, vigentes desde 2006, establecen un mandato universal y directo para 
todas las entidades del Estado, sin distinción entre los poderes ejecutivo, legislativo 
y judicial, con excepciones limitadas a regímenes especiales de las Fuerzas Armadas y 
Policía Nacional, así como microentidades que operan bajo estándares simplificados 
(Alonso & García, 2022). El contenido mínimo obligatorio se estructura en torno a 
17 Estándares INTOSAI adaptados, que abarcan desde el ambiente de control hasta 
la comunicación y seguimiento, imponiendo responsabilidad directa al jefe de la 
entidad y a su Órgano Interno de Control (OIC) por el diseño e implementación 
efectivo del sistema (Contraloría General de la República, 2023). En contraste, el 
sector privado opera bajo un esquema de obligatoriedad selectiva y sectorializado, 
regido principalmente por la Ley N° 29783 de Prevención de Lavado de Activos y el 
Código de Gobierno Corporativo de la SMV, que solo vincula a entidades obligadas 
como sujetos del sistema financiero y empresas de mayor tamaño, mientras que las 
PYMES pueden adoptar estándares COSO de manera voluntaria (Fernández, 2021). 
Esta diferenciación refleja una lógica de costo-beneficio que prioriza la materialidad 
del riesgo sobre el principio de universalidad.

Respecto a los modelos de supervisión, la Contraloría General de la República ejerce 
una función coactiva, externa y sancionadora mediante supervisión previa, concurrente 
y posterior, utilizando herramientas como la evaluación del control interno, auditorías 
de cumplimiento y el Índice de Madurez de Control Interno (IMCI) como métrica 
estandarizada de desempeño (Aragón, 2021). Su carácter de contralor del poder 
político imprime una dimensión de rendición de cuentas pública que trasciende la 
mera verificación técnica. En el sector privado, la supervisión se fragmenta entre la 
SMV, que enfoca la gobernanza corporativa y revelación de información de emisoras 
bursátiles; la SBS, que monitorea riesgos operacionales en entidades financieras; e 
INDECOPI, que interviene en competencia desleal y protección al consumidor 
(Salazar, 2023). Esta configuración sectorial adopta un enfoque preventivo basado 
en riesgos y sanciones reputacionales, como la inclusión en listas de advertencia o la 
suspensión de operaciones, distintivo del carácter de mercado de su supervisión. Las 
empresas estatales cotizadas operan bajo un régimen híbrido, sujetas simultáneamente 
a la Contraloría y a la SMV, generando duplicaciones en reportes y auditorías que 
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incrementan costos operativos y crean conflictos de competencia interpretativa 
(Vargas, 2023).

El régimen sancionador exhibe asimetrías en tipología y efectividad disuasiva. En el 
sector público, el Proceso Administrativo Sancionador (PAS) de la Contraloría aplica 
multas proporcionales al perjuicio económico, inhabilitación temporal o definitiva 
para el ejercicio de funciones públicas, y destitución, con posible derivación a vía 
penal para delitos de peculado o colusión, donde la jurisprudencia constitucional ha 
robustecido el principio de tipicidad y las garantías del debido proceso (López, 2022). 
En el sector privado, la SMV puede imponer multas hasta 500 Unidades Impositivas 
Tributarias (UIT), mientras que la responsabilidad civil se activa a través de la acción 
social contra administradores y la penal por delitos de lavado de activos o cohecho, 
complementada con sanciones reputacionales que impactan la valorización bursátil 
(Rojas, 2023). El análisis de casos emblemáticos como Odebrecht revela que, pese 
a la severidad de las sanciones penales, la percepción de riesgo en el sector privado 
está más asociada a daño reputacional y pérdida de valor de mercado que a la certeza 
de la sanción administrativa, mientras que en el público, la disuasión depende de la 
celeridad y visibilidad del PAS (Sánchez, 2022).

Finalmente, se identificaron brechas estructurales en armonización normativa, 
implementación operativa y definición de estándares mínimos compartidos. La 
ausencia de un marco integrado genera sobrecarga reguladora en entidades híbridas 
y capacidad operativa insuficiente en microentidades públicas, mientras que la 
flexibilidad del sector privado crea vacíos de supervisión en segmentos no obligados, 
comprometiendo la coherencia del sistema nacional de control (Moreno & Torres, 
2021).

DISCUSIÓN

Los hallazgos confirman la tesis central de una dualidad regulatoria que refleja la 
lógica institucional distinta de cada sector. La universalidad del control interno en 
el ámbito público responde al principio de legalidad y la necesidad de salvaguardar 
el interés general, imponiendo un deber de cumplimiento irrestricto mediado por 
la Contraloría como poder de contralor político (Aragón, 2021). En contraste, 
la selectividad privada obedece a una racionalidad de costo-beneficio, donde la 
obligatoriedad se concentra en entidades cuya dimensión, riesgo sistémico o acceso a 
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mercados de capitales justifica la intervención regulatoria (Moreno & Torres, 2021). 
Esta diferenciación, lejos de ser arbitraria, revela que el diseño normativo peruano 
reproduce la divergencia entre una lógica de legitimidad democrática y una lógica 
de eficiencia de mercado, generando sin embargo tensiones en actores híbridos que 
deben satisfacer ambos mandatos simultáneamente.

Comparativamente, la experiencia internacional ofrece lecciones valiosas. Países 
Bajos ha avanzado en la integración regulatoria mediante un marco único de control 
interno que abarca sector público y privado, diferenciando solo en la intensidad 
de la supervisión según el nivel de riesgo (Van der Meer & Bovens, 2022). Chile, 
con arquitectura similar al Perú, ha desarrollado mecanismos de coordinación 
interregulador entre la Contraloría General de la República y la Comisión para el 
Mercado Financiero, evitando duplicidades mediante protocolos de información 
conjunta (Paredes & García, 2023). Los estándares OCDE recomiendan convergencia 
en estándares mínimos de gobernanza, mientras que el SOX Act demostró que la 
certificación de responsables no reduce necesariamente el fraude si no se complementa 
con cultura de cumplimento (Langevoort, 2020). La Directiva UE 2019/1937, por 
su parte, impulsa la protección de denunciantes como pilar del control interno, área 
aún incipiente en el Perú, tanto en el sector público como privado (Wolff, 2021).

Teóricamente, este estudio contribuye al debate de la teoría de la agencia en el sector 
público, evidenciando que la asimetría de información entre ciudadanos y gestores 
públicos requiere contralores externos con capacidad sancionadora directa, diferente de 
la relación accionista-administrador en el sector privado, donde el mercado disciplina 
conductas (Mueller, 2020). Además, sitúa al control interno en la intersección entre 
derecho administrativo y corporativo, como institución de gobernanza híbrida: 
una tercera vía que no es exclusivamente estatal ni privada, sino un dispositivo de 
regulación reflexiva que adapta estándares globales a contextos locales (Scott, 2021). 
Este hallazgo resuena con la literatura sobre regulación smart , que propone combinar 
mandatos legales con incentivos reputacionales y autorregulación sectorial.

En el plano práctico, los resultados orientan acciones concretas. Para legisladores, 
se propone una Ley Marco de Control Interno con regímenes diferenciados, 
pero estándares mínimos compartidos, armonizando terminología y criterios 
de materialidad. Para CONTRALORÍA y SMV, se sugiere crear un Consejo de 
Coordinación Interregulador con flujos de información automatizados y auditorías 
conjuntas en entidades híbridas (Vargas, 2023). Para directivos, se necesita una guía 
de cumplimiento integrado que mapee riesgos regulatorios y defina responsabilidades 
compartidas, particularmente en empresas estatales cotizadas. Para auditores, es 



� Octubre 2025   525

Mitzi Lourdes del Carmen Linares-Vizcarra

imprescindible desarrollar estándares de auditoría convergentes que alineen la 
metodología de evaluación de la Contraloría (IMCI) con las normas internacionales 
de auditoría de la IFAC (International Federation of Accountants, 2020).

Las limitaciones del estudio incluyen la ausencia de métricas cuantitativas de eficacia, 
al centrarse en el análisis normativo sin medir impacto en resultados de gestión o 
percepción de corrupción. Además, la investigación se basa en normativa vigente, no 
en práctica efectiva, lo que puede generar una brecha entre lo prescrito y lo realizado. 
Finalmente, la interpretación de normas abiertas (como "buen control interno" o 
"materialidad") introduce sesgo potencial, mitigado mediante triangulación con 
jurisprudencia y entrevistas a expertos, pero no eliminado completamente.

CONCLUSIÓN

Los resultados confirman una asimetría estructural en la obligatoriedad del control 
interno entre los sectores público y privado peruano, evidenciando la necesidad de 
armonización en estándares mínimos compartidos. La supervisión pública, coactiva y 
externa a través de la Contraloría, requiere fortalecer la cooperación interinstitucional 
con la SMV y SBS para evitar duplicaciones en entidades híbridas, mientras que 
el régimen sancionador demanda incorporar sanciones reputacionales en el sector 
público y celeridad administrativa en el privado.

Las diferencias radican fundamentalmente en la lógica institucional: el sector público 
responde al principio de legalidad con densidad normativa universal; el privado, a 
una racionalidad de costo-beneficio con supervisión preventiva basada en mercado. 
La efectividad disuasiva depende menos de la severidad de las sanciones que de la 
certeza y celeridad en su aplicación.

Se proponen tres líneas de acción: crear un Consejo Consultivo de Control 
Interno Intersectorial para coordinar políticas regulatorias; desarrollar una Guía de 
Implementación Convergente COSO-INTOSAI que unifique criterios técnicos; y 
establecer un Sistema Nacional de Reporte de Incidentes de Control que facilite el 
intercambio de información y mejores prácticas.

Futuras investigaciones deben enfocarse en estudios empíricos de efectividad 
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mediante encuestas a auditores y directivos, análisis costo-beneficio del cumplimiento 
regulatorio, y comparaciones con países latinoamericanos como Colombia, Chile y 
México, para identificar modelos de integración aplicables al contexto nacional.
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